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y que en el caso que ahora es examinado viene repre-
sentada por el acta de reconocimiento “post mortem’’ de
la res, en el que queda constatada la manipulación artificial
de las defensas de la res lidiada con el número 49, de
la ganadería de Alcurrucén. En este sentido, entendemos
que efectivamente ha cedido la presunción de inocencia
a favor del interesado con el análisis citado, sin que los
hechos imputados queden sin efecto por las alegaciones
esgrimidas, limitadas a negar su participación en los
hechos, sin capacidad suficiente para desvirtuar la creen-
cia, a todas luces lógica y razonable (como exige la juris-
prudencia del Tribunal Supremo), del órgano resolutor de
que sólo él puede ser responsable de los cargos.

A esta conclusión se llega con más contundencia si
cabe con la lectura de los artículos del Reglamento de
espectáculos taurinos que regulan el proceso que com-
prende desde el embarque de las reses para su traslado
desde las fincas hasta el reconocimiento “post mortem’’
de las mismas, en los que en todo momento se prevé
la presencia del ganadero o de un representante designado
al efecto. Difícilmente puede aceptarse la intervención frau-
dulenta de cualquier otra persona sin conocimiento del
interesado, más aún cuando únicamente alega su no par-
ticipación, sin indicar qué personas podían haber estado
en contacto con las reses, en cuyo caso se hubiera gene-
rado también una responsabilidad por culpa in vigilando.

V

En este sentido, se puede citar la sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía de 15 de junio de 1993,
dictada también en un supuesto de sanción por manipu-
lación de astas, que decía textualmente:

“El informe de los peritos de la Administración es con-
tundente y digno de todo crédito pues, ciertamente como
invoca la Administración, recogiendo lo ya dicho por esta
Sala en Sentencia de 25 de junio de 1991 (recurso
3626/89) ha de darse mayor credibilidad a los dictamentes
oficiales pues como orienta nuestra Tribunal Supremo en
Sentencia de 11 de marzo de 1988 existe una presunción
de veracidad en los técnicos de la Administración. Tal pre-
sunción no ha sido desvirtuada por la actora’’

V I

Con respecto a la suspensión solicitada, el artícu-
lo 138.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común establece que las resoluciones dictadas en pro-
cedimientos sancionadores serán ejecutivas cuando pon-
gan fin a la vía administrativa; por tanto, hasta tanto no
se resuelva el presente recurso -que sí pone fin a esa vía,
según su artículo 109 a)-, no es preciso conceder sus-
pensión alguna.

Vistos la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades
administrativas en espectáculos taurinos, el Reglamento de
desarrollo de dicha Ley, aprobado por Real Decreto
176/1992, de 28 de febrero, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordi-
nario interpuesto por don Pablo Lozano, representante legal
de la ganadería Alcurrucén, confirmando la resolución
recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribu-
ciones-, que agota la vía administrativa, se podrá interponer
ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, recurso
contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar
desde el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con
lo previsto en el art. 58 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo de conformidad

con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.- El Viceconsejero de Gobernación (Orden
29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 19 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 19 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica la resolución al recurso ordinario interpuesto
por don Joaquín Moreno Ferrer. Expediente san-
cionador núm. GR-27/94.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Joaquín Moreno Ferrer contra la
resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación,
por la presente se procede a hacer pública la misma al
no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a dos de diciembre de mil
novecientos noventa y cuatro.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Se aceptan los antecedentes de hecho de
la resolución recurrida, que con fecha 13 de abril de 1994
dictó el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación de Granada,
por la que se sanciona a don Joaquín Moreno Ferrer con
25.000 ptas. de multa, consecuencia de la comisión de
una infracción a los artículos 70 y 81.35 del Real Decreto
2816/82, de 27 de agosto y Orden de 14 de mayo de
1987, tipificada como falta de carácter leve en el art. 26.e)
de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero.

Segundo. Notificada la resolución, el interesado inter-
pone en tiempo y forma recurso ordinario, basado en las
argumentaciones que estimó pertinentes, y que por constar
en el expediente damos por reproducidas.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Ha sido y es constante jurisprudencia del Tribunal
Supremo la de atribuir a los informes policiales, en prin-
cipio, veracidad y fuerza probatoria, al responder a una
realidad de hecho apreciada directamente por los agentes,
todo ello salvo prueba en contrario, y en tal sentido la
sentencia de la Sala III de dicho Alto Tribunal de 5 de
marzo de 1979, al razonar la adopción de tal criterio,
afirma que, “si la denuncia es formulada por un agente
de la autoridad especialmente encargado del servicio, la
presunción de legalidad y veracidad que acompaña a todo
el obrar de los órganos administrativos, incluso de sus
agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse
tanto en la vía administrativa como en la contencioso-ad-
ministrativa, ya que constituye garantía de una acción admi-
nistrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su sentencia
de 26 de abril de 1990 mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
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tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y 74 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
tribunal de 28 de julio de 1981, “la estimación de la pre-
sunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal
de Instancia, lo que supone que los distintos elementos
de prueba puedan ser libremente ponderados por el mismo
a quien corresponde valorar su significación y trascenden-
cia para fundamentar el fallo”, y si bien este precepto se
refiere a la actuación de los Tribunales de Justicia, hay
que tener presente que también el Tribunal Constitucional
en su sentencia de 8 de julio de 1981 ha declarado, en
base a lo establecido en el artículo 25 de la Constitución
que los principios inspiradores del ordenamiento penal son
aplicables, con ciertos matices, al derecho administrativo
sancionador, dado que ambos son manifestaciones jurí-
dicas del ordenamiento punitivo del Estado, según era ya
doctrina reiterada y constante del Tribunal Supremo.

Y más concretamente en esta materia, comprendida
dentro de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero de
Protección de la Seguridad Ciudadana, se consagra el prin-
cipio de presunción de veracidad “iuris tantum” en relación
con las “informaciones aportadas por los agentes de la
autoridad, previa ratificación en el caso de haber sido
negados por los inculpados”. Por todo lo cual hay que
concluir que los hechos imputados deben ser tenidos por
ciertos al haber sido objeto de comprobación por inspec-
ción directa de los agentes que formularon la denuncia
y no haber deducido el interesado a lo largo de todo el
procedimiento, ni descargos ni alegaciones, no siendo
posible admitir ahora las afirmaciones gratuitas del
recurrente al resolver el presente recurso (art. 112.1, segun-
do párrafo de la Ley 30/92, de 26 de noviembre).

Vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, el Real
Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento de Policía de Espectáculos Públicos y Acti-
vidades Recreativas, así como las demás normas de espe-
cial y general aplicación.

Por todo ello, resuelvo desestimar el recurso interpues-
to, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución, -dictada en virtud de
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. El Viceconsejero
de Gobernación (Orden 29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Par-
do Casanova».

Sevilla, 19 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 20 de diciembre de 1995,
de la Dirección General de la Función Pública, por
la que se anuncia la interposición del recurso con-
tencioso-administrativo núm. 01/0003099/1995.

En cumplimiento de lo ordenado por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía en Sevilla, comunicando la interposición

del recurso contencioso-adminis trat ivo número
01/0003099/1995, interpuesto por doña Amelia García
Berlanga, contra resolución de 16 de enero de 1995 de
la Secretaría General para la Administración Pública, por
la que se le desestima su solicitud de participación en la
distribución de los fondos adicionales correspondientes al
año 1993.

HE RESUELTO

1. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 01/0003099/1995.

2. Ordenar la publicación de la presente resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para que
los interesados comparezcan en autos, en el plazo de nueve
días.

Sevilla, 20 de diciembre de 1995.- El Director Gene-
ral, Vicente Vigil Escalera Pacheco.

RESOLUCION de 20 de diciembre de 1995,
de la Dirección General de la Función Pública, por
la que se anuncia la interposición del recurso con-
tencioso-administrativo núm. 01/0003101/1995.

En cumplimiento de lo ordenado por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía en Sevilla, comunicando la interposición
del recurso contencioso-adminis trat ivo número
01/0003101/1995, interpuesto por don Antonio Castillo
Martínez, contra resolución de 16 de enero de 1995 de
la Secretaría General para la Administración Pública, por
la que se le desestima su solicitud de participación en la
distribución de los fondos adicionales correspondientes al
año 1993.

HE RESUELTO

1. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 01/0003101/1995.

2. Ordenar la publicación de la presente resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para que
los interesados comparezcan en autos, en el plazo de nueve
días.

Sevilla, 20 de diciembre de 1995.- El Director Gene-
ral, Vicente Vigil-Escalera Pacheco.

RESOLUCION de 20 de diciembre de 1995,
de la Dirección General de la Función Pública, por
la que se anuncia la interposición del recurso con-
tencioso-administrativo núm. 01/0003102/1995.

En cumplimiento de lo ordenado por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía en Sevilla, comunicando la interposición
del recurso contencioso-adminis trat ivo número
01/0003102/1995, interpuesto por don José Luis Cabrero
Alvaro, contra resolución de 16 de enero de 1995 de
la Secretaría General para la Administración Pública, por
la que se le desestima su solicitud de participación en la
distribución de los fondos adicionales correspondientes al
año 1993.

HE RESUELTO

1. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 01/0003102/1995.

2. Ordenar la publicación de la presente resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para que


